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Resumen: Este comentario tiene por objeto analizar las sentencias de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia Nº 157 y 158 de 1 de abril de 2017, 
mediante las cuales, de oficio, y en violación del principio de intangibilidad de las 
sentencias, la Sala revisó, reformó y revocó parcialmente sus sentencias anteriores 
Nos. 155 y 156 de 27 y 29 de marzo de 2017. 
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Abstract: These comments are devoted to analyze the Constitutional Chamber 
decisions Nº 157 and 158 of April 1, 2017, through which, ex officio and in violation 
of the principle of the immutability of judicial decisions, the Chamber reviewed, 
reformed and partially revoked its previous decisions Nº 155 and 156 of March, 27 
and 29, 2017. 
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I.  LA ILEGAL ACTUACIÓN DE OFICIO DE LA SALA CONSTITUCIONAL 

Como la Sala Constitucional lo había anunciado en su página web el día 1 de abril de 
2017,1 a solicitud del Presidente de la República a través de una reunión de un Consejo 
consultivo de Defensa de la Nación,2 procedió de oficio a reformar y revocar parcialmente sus 

                                                             
1  Véase sobre el anuncio de las aclaratorias, los comentarios en Allan R. Brewer-Carías: “El golpe de 

Estado judicial continuado, la no creíble defensa de la constitución por parte de quien la despreció 
desde siempre, y el anuncio de una bizarra “revisión y corrección” de sentencias por el juez 
constitucional por órdenes del poder ejecutivo. (Secuelas de las sentencias Nº 155 y 156 de  27 y 29 
de marzo de 2017), New York, 2 de abril de 2017, en http://allanbrewercarias.net/site/wp-
content/uploads/2017/04/150.-doc.-BREWER-EL-GOLPE-DE-ESTADO-Y-LA-BIZARRA-RE-
FORMA-DE-SENTENCIAS.-2-4-2017.pdf  

2  La propia Sala confesó en un Comunicado de 3 de abril de 2017 publicado en Gaceta Oficial que 
“El Tribunal Supremo de Justicia en consideración al exhorto efectuado por el Consejo de Defensa 
de la Nación ha procedido a revisar las decisiones 155 y 156, mediante los recursos contemplados 
en el ordenamiento jurídico venezolano, y en tal sentido, hoy son públicas y notorias sendas 
sentencias aclaratorias que permiten sumar en lo didáctico y expresar cabalmente el espíritu 



sentencias Nº 1553 y 1564 de 27 y 29 de marzo de 2017, dictando para ello las sentencias Nos. 
1575 y 1586 de fecha 1 de abril de 2017 (cuyo texto sin embargo solo fue conocido cerca de las 
11 am del día 4 de abril de 2017), en violación de los principios más elementales del debido 
proceso en Venezuela; irónicamente invocando como motivación fundamental, la “garantía de 
la tutela judicial efectiva consagrada en el artículo 26 constitucional.” 

Con dichas sentencias, como lo precisó el profesor Román José Duque Corredor, los 
magistrados de la Sala Constitucional cometieron “fraude procesal por falseamiento de la 
verdad, la adulteración del proceso, y fraude a la ley.”7 

En efecto, la referida norma, al contrario de lo que pretendió hacer la Sala Constitucional, 
no le otorga poder o competencia alguna al Tribunal Supremo para tomar decisión alguna, y 
menos para reformar y revocar de oficio sus sentencias, sino que lo que establece es solo un 
derecho que solo las personas pueden ejercer, que es el de acceder a la justicia “para hacer 
valer sus derechos e intereses,” y obtener “la tutela efectiva de los mismos” y “con prontitud 
la decisión correspondiente;” y todo ello, en el marco de una justicia que conforme a la misma 
norma, entre otros debe ser “imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente y 
responsable.”  

En los casos decididos por la Sala en estas sentencias Nº 157 y 158, la misma confesó que 
para actuar, nadie y ni siquiera las partes en los viciados juicios en los cuales se dictaron las 
sentencias Nos. 155 y 156 le solicitó a la Sala que tomara decisión alguna, razón por la cual 
expresó sin ambages que actuó de oficio, pero sin fundamentar cómo y en virtud de cuál 
previsión constitucional o legal. Lo único que dijo la Sala en ambas sentencias fue que: 

 

 

“con base en el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, el cual es aplicable 
supletoriamente a las causas que conoce este Máximo Tribunal, en concordancia con el artículo 

                                                             
democrático constitucional que sirve de fundamento a las decisiones de este Máximo Tribunal.” 
Véase en la Gaceta Oficial Nº 41.127 de 3 de abril de 2017. 

3  Véase sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/ 
marzo/197285-155-28317-2017-17-0323.HTML. Véase los comentarios a dicha sentencia en Allan R. 
Brewer-Carías: “El reparto de despojos: la usurpación definitiva de las funciones de la Asamblea 
Nacional por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia al asumir el poder absoluto del 
Estado (sentencia Nº 156 de la Sala Constitucional), 30 de marzo de 2017, en http:// 
diarioconstitucional.cl/noticias/actualidad-internacional/2017/03/31/opinion-acerca-de-la-usurpa-
cion-de-funciones-por-el-tribunal-supremo-de-venezuela-y-la-consolidacion-de-una-dictadura-ju-
dicial/ 

4  Véase la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones 
/scon/marzo/197364-156-29317-2017-17-0325.html. Véase los comentarios a dicha sentencia en 
Allan R. Brewer-Carías: “La consolidación de la dictadura judicial: la Sala Constitucional, en un 
juicio sin proceso, usurpó todos los poderes del Estado, decretó inconstitucionalmente un estado de 
excepción y eliminó la inmunidad parlamentaria (sentencia Nº 156 de la Sala Constitucional), 29 de 
Marzo de 2017, en http://diarioconstitucional.cl/noticias/actualidad-internacional /2017/03 
/31/opinion-acerca-de-la-usurpacion-de-funciones-por-el-tribunal-supremo-de-venezuela-y-la-con 
solidacion-de-una-dictadura-judicial/ 

5  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/abril/197399-157-1417-2017-17-0323.html 
6  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/abril/197400-158-1417-2017-17-0325.html  
7  Véase Román José Duque Corredor, “Fraude procesal de los magistrados de la Sala Constitucional,” 

4 de abril de 2017, en http://justiciayecologiaintegral.blogspot.com/2017/04/fraude-procesal-de-los-
magistrados-de.html?spref=fb&m=1.  



98 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, esta Sala procede de oficio a 
aclarar” [las sentencias, y a revocarlas parcialmente] (negrilla en el original).  

Las Salas del Tribunal Supremo de Justicia, como lo dice el artículo 89 de la Ley Orgánica 
que la rige, conforme al clásico principio dispositivo del derecho procesal, solo puede conocer 
de los asuntos que le competen a instancia de parte interesada, siendo la única excepción en 
que pueda actuar de oficio solo “en los casos que disponga la ley.” El principio está ratificado 
en materia de recursos de nulidad, en el artículo 32 de la misma Ley Orgánica al indicar que 
en ejercicio del control concentrado de la constitucionalidad sólo puede tener lugar mediante 
demanda de parte, siendo la excepción, solo, la posibilidad de la Sala “de suplir, de oficio, las 
deficiencias o técnicas del demandante.” 

Es ilegal por tanto que la Sala Constitucional, de oficio pretenda proceder a reformar y a 
revocar sus sentencias, vía aclararlas, lo que por lo demás, no se admite en ninguna parte del 
mundo.8 

En cuanto a la posibilidad de aclarar sentencias, si eso fue lo que realmente quiso hacer 
la Sala Constitucional, el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil es categórico al 
disponer que el Tribunal que la haya pronunciado una sentencia:  

Artículo 252. Después de pronunciada la sentencia definitiva o la interlocutoria sujeta a 
apelación, no podrá revocarla ni reformarla el Tribunal que la haya pronunciado. Sin 
embargo, el Tribunal podrá, a solicitud de parte, aclarar los puntos dudosos, salvar las 
omisiones y rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que 
aparecieren de manifiesto en la misma sentencia, o dictar ampliaciones, dentro de tres días, 
después de dictada la sentencia, con tal de que dichas aclaraciones y ampliaciones las solicite 
alguna de las partes en el día de la publicación o en el siguiente.” 

Es decir, toda aclaratoria o ampliación de una sentencia conforme a esa norma (1) debe 
ser hecha por el Tribunal “a solicitud de parte,” nunca de oficio; (ii) solo “dentro de tres días 
después de dictada la sentencia;” (iii) solo si la aclaratoria o ampliación la “solicite alguna de 
las partes;” y (iv) solo si la solicitud se formula “en el día de la publicación [de la sentencia] 
o en el siguiente.”9 

En este caso de las Sentencias Nº 157 y 158 del 1 de abril de 2017, ninguno de los 
requisitos legales establecidos en el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil los 
cumplió la Sala Constitucional, violándolo abiertamente; de manera que como lo afirmó la 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, en este caso, “lo único que quedó realmente 
aclarado, es la falta de independencia del poder Judicial,”10 o como lo indicó la Asamblea 
nacional en Acuerdo de 5 de abril de 2017, dichas sentencias “son una muestra más del 

                                                             
8  Como lo expreso el mismo Duque Corredor, “la irrevocabilidad de las sentencias o la prohibición 

de revocarlas o reformarlas por el tribunal que las haya pronunciado, establecida en el artículo 252 
del Código de Procedimiento Civil,” implica que “los jueces agotan su jurisdicción y por ende nada 
pueden añadir o quitar a sus sentencias;” […] Por ello, nunca un tribunal, so pretexto de aclaratorias, 
puede revocar, transformar o modificar su fallo, lo que implica un fraude a la ley,” Ídem. 

9  Además, como lo observó la Sala en la propia sentencia, pero no ocurrió en los casos resueltos, 
“cualquier ciudadano o ciudadana que tenga interés legítimo en un proceso judicial o autoridad 
pública, incluyendo a la Procuraduría General de la República, a la Defensoría del Pueblo o a la 
Fiscalía General de la República, entre otros, les asiste el derecho a solicitar formalmente la 
aclaratoria de cualquier sentencia, una vez pronunciada la misma, en atención a la tutela judicial 
efectiva y al debido proceso consagrados en el Texto Fundamental.”  

10  Véase “Declaración de a Academia de Ciencias Políticas y Sociales, sobre la posición de la Fiscal 
General de la República y las aclaratorias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia,” de 4 de abril de 2017, en www.acienpol.org.ve.  



menosprecio del Derecho por parte del Tribunal Supremo de Justicia y su actitud servil al Poder 
Ejecutivo.”11 

Parece que, para este órgano judicial, “máxime interprete de la Constitución,” el derecho 
simplemente existe solo para los demás órganos del Estado y para los ciudadanos, pero no se 
le aplica a la Sala Constitucional, donde por lo visto reina la arbitrariedad. 

II.  LA ILEGAL REFORMA Y REVOCACIÓN PARCIAL (QUE NO ACLARACIÓN) DE 
LA SENTENCIA Nº 155 DE 27 DE MARZO DE 2017 

Como se dijo, la sentencia Nº 157 de 1 de abril de 2017, se dictó con el objeto de reformar 
y revocar parcialmente la sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, mediante la cual la Sala 
Constitucional había anulado mediante sentencia definitiva el Acuerdo adoptado por la 
Asamblea Nacional sobre la Reactivación del Proceso de Aplicación de la Carta Interamericana 
de la OEA, como mecanismo de resolución pacífica de conflictos para restituir el orden 
constitucional en Venezuela, de 21 de maro de 2017. 

La Sala Constitucional, para decidir, se fundamentó en el mencionado artículo 252 del 
Código de Procedimiento Civil, en el cual se prescribe expresamente que el Tribunal que haya 
pronunciado una sentencia definitiva en ningún caso puede “revocarla ni reformarla,” pudiendo 
solo “aclararla” o “ampliarla” en los términos indicados en la norma. Precisándose respecto 
del primer supuesto (aclaración) es solo para “aclarar los puntos dudosos, salvar las omisiones 
y rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparecieren de 
manifiesto en la misma sentencia.”  

En palabras incluso de la propia Sala Constitucional expresada en sentencia Nº 814 de 11 
de octubre de 2016:12 

“la aclaratoria tiene por objeto lograr que sea expresada en mejor forma la sentencia, de manera 
que permita el conocimiento cabal de su contenido, evitando las dudas o los malos entendidos 
que la lectura de su texto pueda generar, a los fines de la apropiada comprensión integral de la 
decisión.” 

Y aparentemente con base en ello, en palabras de la Sala, la misma, con la sentencia Nº 
157 de 1 de abril de 2017, supuestamente procedió “de oficio a aclarar” las sentencias Nº 155 
y 156 de 27 y 29 de marzo de 2017, habiendo sin embargo hecho dos cosas distintas, primero, 
reformar las sentencias, y segundo, revocarlas parcialmente, para lo cual no solo no tenía 
competencia alguna, sino que la ley se lo prohibía expresamente.: 

1.  La ilegal “reforma” de la sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017 

En cuanto a la sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, la Sala Constitucional en efecto 
procedió a reformarla ilegalmente mediante la sentencia Nº 157 der 1 de abril de 2017 en la 
propia parte motiva de la misma, al hacer la Sala el resumen de lo decidido en la sentencia Nº 
155 de 2017, indicando entre otras decisiones (además de declarar su competencia, admitir la 
demanda y declarar el asunto de mero derecho), las siguientes:  

“4.- DECLARA la NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD “(d)el acto 
parlamentario aprobado por la Asamblea Nacional en fecha 21 de marzo de 2017, llamado 

                                                             
11  Véase “Acuerdo sobre la activación del procedimiento de remoción de los magistrados de la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, por su responsabilidad en la ruptura del orden 
constitucional,” 5 de abril de 2017, en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos 
/doc_4cef040952a501b2e64c6999deedce3e1f8c9b52.pdf. 

12  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/octubre/190792-814-111016-2016-2016-897. 
HTML  



‘Acuerdo sobre la Reactivación del Proceso de Aplicación de la Carta Interamericana de 
la OEA…” 

5.- Se INICIA DE OFICIO el proceso de control innominado de la constitucionalidad 
respecto de los actos señalados en la presente decisión, cuyo expediente iniciará con copia 
certificada de la misma.  

5.1.- Se DECRETAN LAS SIGUIENTES MEDIDAS CAUTELARES: 

5.1.1.-Se ORDENA al Presidente de la República Bolivariana de Venezuela que, en atención 
a lo dispuesto en el artículo 236.4, en armonía con lo previsto en los artículos 337 y siguientes 
eiusdem (ver sentencia N° 113 del 20 de marzo de 2017), entre otros, proceda a ejercer las 
medidas internacionales que estime pertinentes y necesarias para salvaguardar el orden 
constitucional, así como también que, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y para 
garantizar la gobernabilidad del país, tome las medidas civiles, económicas, militares, penales, 
administrativas, políticas, jurídicas y sociales que estime pertinentes y necesarias para evitar 
un estado de conmoción; y en el marco del Estado de Excepción y ante el desacato y omisión 
legislativa continuada por parte de la Asamblea Nacional, revisar excepcionalmente la 
legislación sustantiva y adjetiva (incluyendo la Ley Orgánica contra la Delincuencia 
Organizada y Financiamiento al Terrorismo, la Ley Contra la Corrupción, el Código Penal, el 
Código Orgánico Procesal Penal y el Código de Justicia Militar -pues pudieran estar 
cometiéndose delitos de naturaleza militar-), que permita conjurar los graves riesgos que 
amenazan la estabilidad democrática, la convivencia pacífica y los derechos de las venezolanas 
y los venezolanos; todo ello de conformidad con la letra y el espíritu de los artículos 15, 18 y 
21 de la Ley Orgánica Sobre Estados de Excepción vigente.”13 

Al presentar en esta forma el “resumen” de lo decidido en la sentencia Nº 155, la Sala 
Constitucional la reformó ilegalmente, pues “corrigiendo” el error en el cual sin duda había 
incurrido, ubicó, agregando numerales antes inexistentes, las inconstitucionales “medidas 
cautelares” que dictó dentro del “proceso de control innominado de la constitucionalidad 
respecto de desconocidos actos estatales, que resolvió ilegalmente “iniciar de oficio;” y que 
debía iniciarse, como se indicó expresamente en la sentencia, con copia certificada (“iniciará 
con copia certificada”) de la decisión que por supuesto debía emitirse en el futuro y que al 
dictarse la sentencia, aún no se había emitido. 

Sin embargo, como observamos en su momento,14 en la sentencia Nº 155 de 27 de marzo 
de 2017, después de resolver en forma definitiva la nulidad del acto impugnado, y sin iniciarse 
aún el nuevo ilegalmente juicio ordenado de oficio en otro expediente y con copia de la 
sentencia, la Sala dictó inconstitucionalmente un conjunto de medidas cautelares sin juicio ni 
proceso, que ahora, en la sentencia modificatoria Nº 157 de 1 de abril de 2017, pretende decirle 
a los venezolanos lo que no dijo en la que sentencia reformada, tratando de justificar la 
arbitrariedad que significó dictar medidas cautelares en ausencia de proceso alguno (luego de 
terminado el primero y sin haberse comenzado el segundo). 

La reforma de la sentencia, en la forma mencionada, por lo demás, careció totalmente de 
motivación. 

                                                             
13  Véase sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/ 

marzo/197285-155-28317-2017-17-0323.html. Véase los comentarios a dicha sentencia en Allan R. 
Bre-wer-Carías: “El reparto de despojos: la usurpación definitiva de las funciones de la Asamblea 
Nacional por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia al asumir el poder absoluto del 
Estado (sentencia Nº 156 de la Sala Constitucional), 30 de marzo de 2017, en 
http://diarioconstitucional. cl/noticias/actualidad-internacional/2017/03/31/opinion-acerca-de-la-
usurpacion-de-funciones-por-el -tribunal-supremo-de-venezuela-y-la-consolidacion-de-una-dicta-
dura-judicial/ 

14  Ídem. 



2.  La ilegal revocación parcial de la sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017 en 
cuanto a la violación de la inmunidad parlamentaria, y al decreto de estado de 
excepción inconstitucionalmente adoptado autorizando al Presidente a adoptar 
todo tipo de medidas 

Además de reformar la sentencia en la forma antes mencionada, la Sala Constitucional 
pasó de seguidas a revocarla parcialmente, lo que está expresamente prohibido en el artículo 
252 del Código de Procedimiento Civil, apelando la Sala, ilegal y falsamente, a lo que regula 
la norma que permite al juez “aclarar” las sentencias. 

La revocación parcial se refirió a algunas partes de la sentencia en las cuales 
inconstitucionalmente, la Sala: 

Primero, desconoció la inmunidad parlamentaria de los diputados a la Asamblea Nacional; y 

Segundo, la Sala, ni más ni menos, decretó un estado de excepción, ordenando al Presidente 
de la República a tomar “las medidas civiles, económicas, militares, penales, administrativas, 
políticas, jurídicas y sociales que estime pertinentes y necesarias para evitar un estado de 
conmoción,” y proceder a revisar, y, en consecuencia, legislar, respecto de toda “la legislación 
sustantiva y adjetiva. 

Para la revocación parcial de la sentencia Nº 155, la Sala Constitucional solo esgrimió la 
siguiente “motivación,” que no fue tal: 

Primero, que en virtud de que el 31 de marzo de 2017 había habido “algunas consideraciones 
y opiniones emitidas en relación con la sentencia” Nº 155, el Tribunal Supremo de Justicia, 
por convocatoria del Presidente de la República, había asistido a una reunión extraordinaria 
del Consejo de Defensa de la Nación  

Segundo, que, en dicho Consejo, se “exhortó” al Tribunal Supremo de Justicia a “aclarar el 
alcance de las decisiones números 155 y 156, dictadas el 28 y 29 de marzo de 2017, 
respectivamente, con el propósito de mantener la estabilidad institucional y el equilibrio de 
poderes, mediante los recursos contemplados en el ordenamiento jurídico venezolano.” 

Y precisamente, “atendiendo al alcance constitucional que tiene el exhorto del Consejo 
de Defensa de la Nación,” (sic)15 la Sala entonces pasó a “analizar la situación planteada,” 
refiriéndose única y exclusivamente al tema de la violación de la inmunidad parlamentaria en 
la que había incurrido; pero ignorando lo concerniente al inconstitucional decreto de estado de 
excepción que contenía su sentencia Nº 155. 

Sobre la grave violación a la inmunidad parlamentaria debe recordarse que, de paso, en 
la sentencia Nº 155, la Sala consideró “oportuno” dejar sentado que: 

“la inmunidad parlamentaria sólo ampara, conforme a lo previsto en el artículo 200 del Texto 
Fundamental, los actos desplegados por los diputados en ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales (lo que no resulta compatible con la situación actual de desacato en la que se 
encuentra la Asamblea Nacional) y, por ende, en ningún caso, frente a ilícitos constitucionales 
y penales (flagrantes) (ver sentencia de esta Sala Constitucional N° 612 del 15 de julio de 2016 
y de la Sala Plena N° 58 del 9 de noviembre de 2010 y 7 del 5 de abril de 2011, entre otras).” 

                                                             
15  Sobre el “alcance constitucional del exhorto del Consejo de Defensa” que supuestamente le permitió 

“a la Sala Constitucional “analizar la situación planteada,” el profesor Duque Corredor, con razón, 
indicó que ello “es falso, porque, por un lado, las competencias del Consejo mencionado se limitan 
a las materias de la seguridad de la Nación y no a las materias judiciales y mucho menos relativas a 
revisión de sentencias del Tribunal Supremo de Justicia o de los tribunales. “Ello es falso también” 
porque “en ninguna disposición de esta Ley se prevé que mediante exhortos de órganos del Ejecutivo 
Nacional las Salas del Tribunal Supremo de Justicia puedan revisar sus sentencias.” Ídem. 



Sobre esta aseveración dada como cierta en la sentencia Nº 155 de la Sala Constitucional, 
en la sentencia Nº 157 comenzó por aclarar (excusarse?) de que había hecho referencia a la 
inmunidad parlamentaria, en la motiva de la sentencia “mas no en su dispositiva,” 
considerando sin embargo, que dicho “señalamiento aislado en la motiva” había sido, por 
supuesto con razón, “tema central del debate público,” lo que la Sala saludó con toda ironía, 
como “como expresión de una robusta democracia en el marco del Estado Democrático y 
Social de Derecho y de Justicia que se desarrolla y funciona plenamente en Venezuela,” pero 
advirtiendo que en este caso, se habían difundido “diversas interpretaciones erradas sobre 
algunos aspectos de la decisión objeto de esta aclaratoria.”  

La Sala nada dijo sobre las mismas, ni sobre qué había sido lo errado, y así, sin motivación 
alguna, considerando simplemente que la convocatoria efectuada por el Jefe del Estado para 
reunir al Consejo de Defensa de la Nación, “a objeto de tratar en su seno la controversia surgida 
entre autoridades del Estado venezolano, se nos presenta como una situación inédita para la 
jurisdicción constitucional,” pasó a “aclarar” falsamente y de oficio, “en ejercicio de la potestad 
que para este caso corresponde y con base en el artículo 252 del Código de Procedimiento 
Civil,” que “el dispositivo 5.1.1 y lo contenido sobre el mismo en la motiva; así como lo 
referido a la inmunidad parlamentaria,” supuestamente obedecían a medidas cautelares 
dictadas por esta Sala, lo cual era falso, indicando para terminar que “como garantía de la tutela 
judicial efectiva” consagrada en el artículo 26 de la Constitución, sin argumentar 
absolutamente nada sobre el inconstitucional decreto de estado de excepción contenido en el 
“dispositivo 5.1.1,0” concluyó señalando que:  

“se revocan en este caso la medida contenida en el dispositivo 5.1.1, así como lo referido a la 
inmunidad parlamentaria. Así se decide. 

Y para el asombro del lector, eso fue todo.  

Sin motivación alguna, la sentencia Nº 157 no aclaró nada, sino que revocó parcialmente 
la sentencia Nº 155, lo que está expresamente prohibido en Venezuela, indicándose que lo 
resuelto debía, además, tenerse como “parte complementaria de la sentencia Nº 155 del 28 de 
marzo de 2017. Así se decide.” 

Mayor arbitrariedad es imposible de encontrar en los anales de la justicia constitucional 
en el derecho comparado.  

III.  LA ILEGAL REFORMA Y REVOCACIÓN PARCIAL (QUE NO ACLARACIÓN) DE 
LA SENTENCIA Nº 156 DE 29 DE MARZO DE 2017 

Como se dijo, en el otro caso, la sentencia Nº 158 de 1 de abril de 2017 se dictó con el 
objeto de reformar y revocar parcialmente la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 
mediante la cual la Sala Constitucional, al conocer de un recurso de interpretación de una 
norma constitucional y otra de rango legal, que intentó una empresa del Estado del sector de 
los hidrocarburos, resolvió, “con carácter vinculante y valor erga omnes “declarar la 
Omisión Inconstitucional parlamentaria por parte de la Asamblea Nacional, y disponer 
entre otros aspectos, los siguientes: 

“4.3.- Sobre la base del estado de excepción, el Jefe de Estado podrá modificar, mediante 
reforma, la norma objeto de interpretación, en correspondencia con la jurisprudencia de este 
Máximo Tribunal (ver sentencia N° 155 del 28 de marzo de 2017). 

4.4.- Se advierte que mientras persista la situación de desacato y de invalidez de las actuaciones 
de la Asamblea Nacional, esta Sala Constitucional garantizará que las competencias 



parlamentarias sean ejercidas directamente por esta Sala o por el órgano que ella disponga, 
para velar por el Estado de Derecho.”16 

Con estos dispositivos, violando la Constitución, la Sala Constitucional, por una parte, le 
otorgó la potestad de legislar en materia de hidrocarburos al Presidente de la República, y por 
la otra, asumió todas las competencias de la Asamblea Nacional, para ejercerlas directamente.  

La Sala Constitucional, en su sentencia Nº 158 de 1 de abril de 2017, sin hacer mención 
inicial, como lo hizo en la sentencia Nº 157 sobre si se fundamentaba en el mencionado artículo 
252 del Código de Procedimiento Civil que prohíbe a los jueces “revocar o reformar” sus 
sentencias definitivas, pudiendo sólo aclararlas; se basó para supuestamente “aclarar” la 
sentencia Nº 156 en los dos dispositivos mencionados, al igual que hizo en la antes mencionada 
sentencia Nº 157 de 1 de abril de 2017, en las siguientes consideraciones: 

Primero, que en virtud de que el 31 de marzo de 2017, había habido “algunas consideraciones 
y opiniones emitidas en relación con los dispositivos de la sentencia Nº 156, el Tribunal 
Supremo de Justicia, por convocatoria del Presidente de la República, había asistido a una 
reunión extraordinaria del Consejo de Defensa de la Nación  

Segundo, que, en dicho Consejo, se “exhortó” al Tribunal Supremo de Justicia a “aclarar el 
alcance de las decisiones números 155 y 156, dictadas el 28 y 29 de marzo de 2017, 
respectivamente, con el propósito de mantener la estabilidad institucional y el equilibrio de 
poderes, mediante los recursos contemplados en el ordenamiento jurídico venezolano.” 

Y precisamente, “atendiendo al alcance constitucional que tiene el exhorto del Consejo 
de Defensa de la Nación” (sic), la Sala entonces pasó a “analizar la situación planteada, y 
después de referirse a sus potestades en el ejercicio de la jurisdicción constitucional para 
interpretar la Constitución, y a que a su juicio era “un hecho público, notorio y comunicacional 
la situación de desacato y de omisión inconstitucional en la que se encuentra la Asamblea 
Nacional,” respecto de las anteriores sentencias dictadas por la Sala Electoral y la propia Sala 
Constitucional,17 pasó a recordar que en la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 había 
decidido que en relación con el artículo 33 de la Ley de Hidrocarburos, que no existía 
impedimento alguno para que el Ejecutivo Nacional constituya empresas mixtas en el sector” 
sustituyendo a la Asamblea para conocer de las circunstancias de las contrataciones, en 
sustitución de la Asamblea Nacional. 

Ahora, para proceder “supuestamente “aclarar” dicha sentencia Nº 156 de 29 de marzo 
de 2017, la Corte, primero, mutó la naturaleza definitiva de la misma transformándola en una 
“medida cautelar;” y segundo, sin motivación alguna, pasó a revocar las decisiones mediante 
las cuales había usurpado las potestades de la Asamblea Nacional 

                                                             
16  Véase la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones 

/scon/marzo/197364-156-29317-2017-17-0325.HTML. Véase los comentarios a dicha sentencia en 
Allan R. Brewer-Carías: “La consolidación de la dictadura judicial: la Sala Constitucional, en un 
juicio sin proceso, usurpó todos los poderes del Estado, decretó inconstitucionalmente un estado de 
excepción y eliminó la inmunidad parlamentaria (sentencia Nº 156 de la Sala Constitucional), 29 de 
Marzo de 2017, en http://diarioconstitucional.cl/noticias/actualidad-internacional /2017/ 
03/31/opinion-acerca-de-la-usurpacion-de-funciones-por-el-tribunal-supremo-de-venezuela-y-la-con-
solidacion-de-una-dictadura-judicial/ 

17  La Sala en la sentencia, hizo referencia nuevamente a las sentencias dictadas “en su Sala Electoral 
(Nº 260 del 30 de diciembre de 2015, 1 del 11 de enero de 2016 y 108 del 1 de agosto de 2016) y en 
Sala Constitucional (Nº 269 del 21 de abril de 2016, 808 del 2 de septiembre de 2016, 810 del 21 de 
septiembre de 2016, 952 del 21 de noviembre de 2016, 1012, 1013, 1014 del 25 de noviembre de 
2016 y 2 del 11 de enero de 2017).” 



1.  Una ilegal “mutación” de la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017, 
trastocándola ilegalmente de “sentencia definitiva” en una “medida cautelar” 

La Sala Constitucional con base en lo antes indicado, que solo es repetición de lo que 
resolvió en la sentencia Nº 156, afirmó falsamente que, en la misma, supuestamente “advirtió 
cautelarmente, tanto en la parte motiva como en su dispositivo 4.4, que: 

“(…) mientras persista la situación de desacato y de invalidez de las actuaciones de la 
Asamblea Nacional, esta Sala Constitucional garantizará que las competencias parlamentarias 
sean ejercidas directamente por esta Sala o por el órgano que ella disponga, para velar por el 
Estado de Derecho.” 

La afirmación es por supuesto completamente falsa, pues dicha sentencia Nº 156 de 29 
de marzo de 2017, como es bien sabido, fue una sentencia definitiva que puso fin a un “proceso 
de interpretación constitucional,” no pudiendo por tanto contener en forma definitiva ninguna 
medida cautelar. 

De acuerdo con lo decidido por la propia Sala Constitucional, precisamente en la 
sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, “aclarada” también como antes se dijo, las medidas 
cautelares a las que se refiere el Capítulo II de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo (“De los 
procesos ante la Sala Constitucional”) solo pueden dictarse “con ocasión de los procesos 
jurisdiccionales tramitados en su seno.” para “salvaguardar la situación jurídica de los 
justiciables,” constituyendo “la garantía de la ejecución del fallo definitivo,”18 pero que por “su 
instrumentalidad,” solo pueden dictarse antes de que concluya el juicio, por lo que al “no 
constituir un fin por sí mismas,” siempre “son provisionales y, en consecuencia, fenecen 
cuando se produce la sentencia que pone fin al proceso principal.” No hay posibilidad por tanto 
en un juicio, que la sentencia definitiva contenga medidas cautelares, y menos que se 
transforme ex post la sentencia definitiva en medida cautelar como si el juicio en el cual se 
dictó no hubiese fenecido.  

2.  La ilegal revocación parcial de la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 en 
cuanto a la usurpación de las funciones legislativas por parte de la Sala 
Constitucional 

Pero además de la anterior ilegalidad, la Sala Constitucional, sin embargo, indicó que los 
dispositivos de su sentencia definitiva Nº 156 que falsamente calificó como medidas cautelares, 
también habían sido con razón “tema central del debate público,” lo que la Sala también en este 
caso saludó con toda ironía “como expresión de una robusta democracia en el marco del Estado 
Democrático y Social de Derecho y de Justicia que se desarrolla y funciona plenamente en 
Venezuela,” pero advirtiendo que en este caso, se habían también difundido “diversas 
interpretaciones erradas sobre algunos aspectos de la decisión objeto de esta aclaratoria.” 

La Sala, tampoco nada dijo sobre las mismas, y sobre qué había sido lo errado, y así, 
también en este caso, sin motivación alguna, considerando simplemente que la convocatoria 
efectuada por el Jefe del Estado para reunir al Consejo de Defensa de la Nación, “a objeto de 
tratar en su seno la controversia surgida entre autoridades del Estado venezolano, se nos 
presenta como una situación inédita para la jurisdicción constitucional,” pasó a retractarse de 
lo que había decidido, diciendo que lo que decidió no lo decidió, precediendo así a “aclarar” 
falsamente y de oficio, supuestamente “en ejercicio de la potestad que para este caso 
corresponde y con base en el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil,” que: 

                                                             
18  Citando las sentencias Nº 269 del 25 de abril de 2000, (caso: ICAP); Nº 1.025 del 26 de octubre de 

2010 (caso: “Constitución del Estado Táchira”).  



“en el fallo Nº 156 dictado el 29 de marzo de 2017 los dispositivos 4.3 y 4.4 y lo que respecta 
a lo indicado en la parte motiva sobre los mismos, tienen naturaleza cautelar, en vista de que 
el desacato de la Asamblea Nacional, que le impide el ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales es de carácter circunstancial; y, en todo caso, esta Sala no ha dictado una 
decisión de fondo que resuelva la omisión.” 

De entrada, frente a esta afirmación insólita, lo que cabría preguntar es ¿si la Sala ya 
decidió la cuestión de fondo mediante sentencia definitiva (Nº 156), ¿cómo es que la Sala ahora 
puede decir que no ha dictado decisión de fondo? Se le olvidó a la Sala súbitamente que en 
este caso ya no había juicio donde dictar “sentencia de fondo,” pues el único que había terminó 
precisamente con la sentencia que se reformó. 

De nuevo, afirmación de la Sala Constitucional fue totalmente falsa, pues la sentencia Nº 
156 de 29 de marzo de 2017, fue una sentencia definitiva, dictada en un “juicio de 
interpretación constitucional” que concluyó con la misma, y que por tanto impide 
esencialmente que sus dispositivos puedan tener el carácter cautelar que ahora le inventó la 
Sala. Esta decisión, ni siquiera se puede considerar como una ilegal “reforma” de la sentencia 
Nº 156 por vía de aclaración, porque en ningún caso una sentencia definitiva se puede trastocar, 
cambiar y convertir en una medida cautelar, que solo se puede dictar en el curso de un juicio, 
pero nunca una vez que el mismo ha terminado. 

Por ello la absoluta ilegalidad que afecta la sentencia Nº 158 de 1 de abril de 2017, la cual 
argumentando que al estar caracterizadas las medidas cautelares “por su instrumentalidad, 
provisionalidad y mutabilidad,” supuestamente “para este ejercicio se tendrán en cuenta las 
circunstancias del caso y los intereses públicos en conflicto.”  

Y de nuevo, para el asombro del lector, eso fue todo.  

Sin motivación, falsamente calificando una sentencia definitiva como medida cautelar, 
no se aclaró nada, sino que se revocó parcialmente una sentencia, lo que está expresamente 
prohibido en Venezuela, indicándose también que lo resuelto por la sentencia Nº 158 de 1 de 
abril de 2017 debía además tenerse como “parte complementaria de la sentencia Nº 156 del 29 
de marzo de 2017. Así se decide.” 

De nuevo, así de arbitraria funciona la Justicia Constitucional en Venezuela, con base en 
falsedades. 

IV. REVOCACIÓN PARCIAL DE SENTENCIAS PARA QUE TODO SIGA IGUAL Y LA 
RESPONSABILIDAD DE LA FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA TRAS 
CONSIDERAR TODO LO OCURRIDO COMO UNA RUPTURA DEL ORDEN 
CONSTITUCIONAL 

La ilegal e inconstitucional modificación y revocación parcial de las sentencias Nº 155 y 
156, mediante las sentencias 157 y 158, por la presión-exhorto ejercida por el Consejo de 
Defensa de la Nación, y para pretender “aclarar” ante el mundo que se había dado marcha atrás 
al golpe de Estado cometido, Y que supuestamente habría resuelto un falso “impase” entre la 
Sala Constitucional y la Fiscal General de la República quién había denunciado que con las 
sentencias se había producido una ruptura del orden constitucional, en realidad no cambió nada. 

Se trató de una revocación ilegal parcial, que dejó incólumes todas las otras decisiones 
contenidas en las sentencias Nº 155 y 156, entre ellas, como lo destacó José Ignacio Hernández, 
la que prejuzgó en el sentido de que los diputados de la Asamblea Nacional incurrieron en el 
delito de traición a la patria (sentencia N° 155); y la que usurpó la función de control de la 
Asamblea Nacional sobre la creación de empresas mixtas, al permitir al Gobierno crearlas en 
el sector hidrocarburos bajo el control de la Sala.  



En las nuevas sentencias Nº 157 y 158, además, la Sala Constitucional, ratificó que la 
Asamblea Nacional no puede ejercer sus funciones constitucionales por  encontrarse en 
“desacato” y la Sala mantiene su criterio de la usurpación de funciones de la Asamblea 
Nacional, impidiéndole ejercer sus funciones.19 

Por ello, en relación con las sentencias Nos. 157 y 158 de la Sala Constitucional, el 
Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos en su Resolución CP/RES. 
1078 (2108/17) del 3 de abril de 2017, declaró que: 

“Las decisiones del Tribunal Supremo de Venezuela de suspender los poderes de la Asamblea 
Nacional y de arrogárselos a sí mismo son incompatibles con la práctica democrática y 
constituyen una violación del orden constitucional de la República Bolivariana de Venezuela 
[y que]. A pesar de la reciente revisión de algunos elementos de dichas decisiones, es esencial 
que el Gobierno de Venezuela asegure la plena restauración del orden democrático;”20 

Razón por la cual, dicho Consejo Permanente resolvió: “Urgir al Gobierno de Venezuela 
a actuar para garantizar la separación e independencia de los poderes constitucionales y 
restaurar la plena autoridad de la Asamblea Nacional.”21 

En el mismo sentido, la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, destacó con las 
sentencias Nº 157 y 158 de la Sala Constitucional en forma se trató de: 

“rectificaciones, sino de remiendos que en nada alteran las más de 46 sentencias de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia que han conculcado las facultades 
constitucionales de la Asamblea Nacional, sin contar el inconstitucional proceso de renovación 
de nómina de los partidos, ni la decisión de la Sala Electoral que facilitó la suspensión del 
referendo revocatorio. 

Se ha generado una situación de opacidad jurídica y política donde se ha decidido lo que no se 
debió decidir y no se decide lo que se debe decidir. Exigimos, por lo tanto, a los poderes 
constituidos, subsanar prontamente esta situación y no considerar como su enemigo a la 
sociedad que reclama sus derechos, sino que se inicie la verdadera rectificación que exige el 
orden democrático.” 

La Academia concluyó su declaración considerando que “las declaraciones de la Fiscal, 
quien tiene a su cargo las facultades que le confiere el artículo 285 de la Constitución, si son 
de tal gravedad como el señalamiento de la ruptura del orden constitucional, exigen el ejercicio 
de las correspondientes acciones,” razón por la cual pidió:  

                                                             
19  Véase José Ignacio Hernández, ¿Qué dicen las sentencias 157 Y 158 del TSJ?,” en Prodavinci, 4 de 

abril de 2017, en http://prodavinci.com/blogs/que-dicen-las-sentencias-157-y-158-del-tsj-por-jose-
ignacio-hernandez-g/?platform=hootsuite. En particular sobre el tal “desacato” debe recordarse lo 
expresado por el Consejo de la facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Bello en 
Comunicado Público: “Debe insistirse que aun en el supuesto de que existiese tal desacato judicial, 
la consecuencia procesal del mismo no podría nunca ser la nulidad absoluta de todos los actos y 
actuaciones, presentes o futuros, del Poder Legislativo Nacional, sino (a lo sumo) la nulidad del voto 
de aquellos parlamentarios supuestamente “mal incorporados” a la Asamblea o bien la imposición 
de multas coercitivas hasta tanto ese órgano del Poder Público cumpla la sentencia, tal como dispone 
el artículo 122 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.” Caracas 30 de marzo de 2017. 

20  Véase en http://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-022/17. 
21  Ídem. 



“que la Fiscalía General de la República inicie el proceso legal correspondiente, para establecer 
las responsabilidades de los magistrados que participaron en la ruptura del orden 
constitucional, señalada por la Fiscal General ante el país.”22 

E igual solicitud, desde antes, la había formulado el Gremio de los Abogados del país, a 
través de sus Colegios de Abogados al haber declarado mediante Pronunciamiento de fecha 29 
de marzo de 2017, que:  

“Por cuanto los hechos anteriormente mencionados, podrían configurar ilícitos de orden penal 
y disciplinario, solicitamos a la Fiscalía General de la República y al Consejo Moral 
Republicano la apertura de los procedimientos correspondientes, sin perjuicio que, llegado el 
caso, los Colegios de Abogados firmantes, ejerzan directamente las acciones respectivas.”23 

En sentido similar se pronunció el Consejo Universitario de la Universidad Central de 
Venezuela, en Pronunciamiento de 1 de abril de 2017, en el cual expresó:  

“En relación con la posición del Ministerio Público cuando el día de ayer denunció, la ruptura 
del orden constitucional y el desconocimiento del modelo de Estado consagrado en la 
Constitución, este Consejo Universitario manifiesta su total y absoluto respaldo, a las acciones 
que al Ministerio Público le correspondería según la Constitución y la Ley ejercer para el 
rescate de la institucionalidad, la preservación de la paz y la seguridad y para que los 
responsables de tan notoria afrenta constitucional sean sancionados con la severidad que la 
gravedad de los hechos requiere.”24 

Y también la Facultad de Estudios Jurídicos y Políticos de la Universidad metropolitana, 
en Comunicado de 2 de abril de 2017, al:  

“Instar a la Fiscal General de la República a ejercer las atribuciones que le confiere el numeral 
3 del artículo 285 constitucional, ratificadas en el artículo 16 de la Ley Orgánica del Ministerio 
Público e inicie las investigaciones penales correspondientes, así como las solicite también al 
Consejo Moral Republicano de acuerdo a los artículos 10 y 11 de la Ley Orgánica del Poder 
Ciudadano.”  

Y finalmente la propia Asamblea Nacional, al adoptar el “Acuerdo sobre la activación del 
procedimiento de remoción de los magistrados de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia, por su responsabilidad en la ruptura del orden constitucional,” de fecha 5 de abril 
de 2017, consideró, en relación con las sentencias Nº 155, 156, 157 y 158 de 27 y 19 de marzo 
y 1 de abril de 2017:  

“Que la Fiscal General de la República, advirtió públicamente el pasado viernes 31 de marzo 
de 2017, que esas sentencias de la Sala Constitucional implican una ruptura del orden 
constitucional en Venezuela, circunstancia que es el resultado de golpe de estado judicial que 
se ha venido perpetrando de manera continuada por el ejercicio irregular del Poder Judicial y 
su servilismo al Poder Ejecutivo, afectando la institucionalidad democrática.”25  

                                                             
22  Véase “Declaración de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, sobre la posición de la Fiscal 

General de la República y las aclaratorias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia,” de 4 de abril de 2017, en www.acienpol.org.ve. 

23  Véase en https://pararescatarelporvenir.wordpress.com/2017/04/02/pronunciamiento-del-gremio-
de-abogados-en-relacion-con-las-sentencias-155-y-156-del-tsj/. Igualmente, en https://www.lapati- 
lla.com/site/2017/04/01/contundente-pronunciamiento-de-la-federacion-nacional-de-abogados-y-
colegios-del-pais-ante-sentencias-del-tsj/. 

24  Véase en https://ucvnoticias.files.wordpress.com/2017/04/pronunciamiento-del-consejo-universi- 
tario-sesion-extraordinaria-01-04-2017.pdf. 

25  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_4cef040952a501b2e64 
c6999 deedce3e1f8c9b52.pdf. 



Y precisamente por ello, en el “Acuerdo en rechazo a la ruptura del orden constitucional 
y a la permanencia de la situación de golpe de estado en Venezuela” de la misma fecha 5 de 
abril de 2017, planteó “exigir a la Fiscal General de la República que incoe las averiguaciones 
conducentes al establecimiento de la responsabilidad penal en la materia.”26  

La respuesta inmediata que la Asamblea Nacional tuvo respecto del “Acuerdo sobre la 
activación del procedimiento de remoción de los magistrados de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, por su responsabilidad en la ruptura del orden constitucional,” 
de fecha 5 de abril de 2017, donde se emplazó “a la Fiscalía General de la República a tramitar 
la solicitud” que la Asamblea nacional había presentado el 31 de marzo de 2017 ante el Consejo 
Moral republicano “con relación a la presunta comisión de hechos que podrían configurar 
delitos,” por parte de los magistrados de la Sala Constitucional; fue un Comunicado emitido 
por el Tribunal Supremo de Justicia, rechazando: 

“categóricamente cualquier acto que pretenda deslegitimar la actuación de los Magistrados y 
Magistradas de la Sala Constitucional, quienes han actuado en cumplimiento de los mandatos 
constitucionales en resguardo del orden democrático y la paz social.”27 

Con esto, parece que el Tribunal Supremo no se percató, como en cambio sí lo concientizó 
todo el mundo dentro y fuera del país, que fueron ellos mismos quienes se deslegitimizaron y 
fueron ellos mismos los que actuaron incumpliendo con los mandatos constitucionales, y 
fueron ellos mismos quienes atentaron contra el orden democrático y la paz social  

Pero, como lo recuerda el viejo refrán castellano, “no hay peor ciego que el que no quiere 
ver,” es decir, “porque viendo no ven.”28  

 

 

 

                                                             
26  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_ece7eb3d5595a 491e95a 

2fa61daf922538d4ada8.pdf. 
27  Véase en http://runrun.es/nacional/303794/comunicado-tsj-rechaza-sesion-de-la-an-para-iniciar-pro-

ceso-de-destitucion-de-magistrados.html. 
28  Parábola, Biblia, Libro Mateo 13:13-17. 


